En la ciudad de Mar del Plata, a los 6 días del mes de setiembre del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2483-MP1 “SUAREZ, JUAN BENITO c. MUNICIPALIDAD DE MAR CHIQUITA s. PRETENSIÓN INDEMNIZATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Mar del Plata dictó sentencia, acogiendo parcialmente la demanda interpuesta por el Sr. Juan Benito Suárez y, en consecuencia, condenó a la Municipalidad de Mar Chiquita a resarcirlo con el importe resultante de la liquidación a practicarse, de conformidad con las pautas establecidas en los considerandos del fallo. Asimismo, distribuyó las costas del proceso en el orden causado (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.) y difirió la regulación de honorarios para la oportunidad prevista por el art. 51 del dec. ley 8904 (fs. 302/312, sent. del 26-11-2010).
II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal de los recursos de apelación deducidos a fs. 315/319 por la accionada y a fs. 321/325 por el actor (res. de fs. 334/335, del 5-5-2011) y puestos los Autos al Acuerdo para Sentencia (fs. 335, ap. 3°), corresponde plantear las siguientes:
CUESTIONES
1. ¿Es fundado el recurso interpuesto por la accionada a fs. 315/315?

Resuelto ello,

2. ¿Lo es el deducido por el actor a fs. 321/325?

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. El a quo acogió parcialmente la demanda interpuesta por el Sr. Juan Benito Suárez y, en consecuencia, condenó a la accionada (Municipalidad de Mar Chiquita) a resarcirlo con el importe resultante de la liquidación a practicarse, de conformidad con las pautas establecidas en los considerandos del fallo. Asimismo, distribuyó las costas del proceso en el orden causado (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.) y difirió la regulación de honorarios para su oportunidad.

Tuvo por acreditado en primer lugar, luego de relevar las constancias administrativas y judiciales obrantes en la causa: i) que el actor había trabajado como guardavidas para la Municipalidad de Mar Chiquita durante quince temporadas, en el marco del Operativo de Seguridad en Playas (conf. fs. 114/115); ii) que la relación de empleo público comenzó el 11-1-1991 y se mantuvo vigente hasta el 31-12-2005 (cfr. fs. 114/115, 178/205; conf. Legajo N° 799/5), en base a una serie de designaciones continuadas como personal mensualizado; iii) que ante la negativa de la Comuna de incorporar al actor como guardavidas para la temporada 2005-2006 éste se consideró despedido, intimando al pago de los haberes y demás rubros reclamados en la causa.

Reparando en los preceptos contenidos en la ley 11.757 (Estatuto del Empleado Público Municipal), manifestó que el actor integraba la planta temporaria de la Municipalidad de Mar Chiquita, en tanto había sido designado como mensualizado para cubrir un servicio de carácter estacional, manteniendo tal condición como consecuencia de los sucesivos actos de designación (conf. art. 92 de la ley citada). Añadió, en tal sentido que, por pertenecer a la planta temporaria carecía de estabilidad en su empleo (art. 12 ley cit.), no poseyendo más derechos que los conferidos por el acto de designación y que, además, la antigüedad en dicho nombramiento no habilitaba a tener por modificada su situación de revista, aun cuando se tratare de una situación irregular.
De tal modo concluyó que la decisión de la Comuna de no renovar su designación a partir de la temporada 2005-2006 no merecía reproche alguno, habida cuenta de que lo relativo al nombramiento y/o la continuidad del personal temporario era potestad del poder administrador. Subrayó así que en el caso no había existido una cesantía –como equivocadamente entendía el actor- sino tan sólo una decisión de la accionada de no extender su contratación.
Tras dichas consideraciones, se abocó al tratamiento del reclamo resarcitorio formulado por el actor, quien procuraba una compensación pecuniaria por la decisión del Municipio de interrumpir su relación de empleo público sin justificación alguna.

Y si bien reiteró que el accionante no podía pretender gozar de estabilidad en su empleo, reconoció no obstante que el tipo de actividad que desempeñó para la Comuna presentaba ciertas particularidades (prestación de labores en una época preestablecida y cierta del año, repetida en los años sucesivos, previo receso hasta el inicio de la nueva temporada) que hacían que ella no pudiera ser correctamente encuadrada en alguna de las categorías previstas por la ley 11.757, a su criterio insuficiente para abarcar determinadas situaciones laborales, como la de los guardavidas.
Puso de resalto que la modalidad de empleo desplegada por J. Suárez exhibía los rasgos propios del llamado contrato de temporada típico del derecho privado, figura que en dicho ámbito gozaba de expresa regulación legal (conf. art. 96 y ccds. de la Ley 20.744), confiriendo al obrero protección contra el despido arbitrario y derecho a la estabilidad, aunque impropia. Consideró por las razones dadas que el actor había sido indebidamente encuadrado como personal temporario mensualizado, ya que bien podría haber sido designado en la planta permanente del Municipio, ajustando la prestación de trabajo a la cuestión estacional.
Con lo anterior, y teniendo en cuenta el modo en que se desenvolvió la relación, el tipo de tareas desempeñadas (que denotaban cierta permanencia del agente, quien era conminado al inicio de cada temporada a confirmar si continuaba en el ejercicio de la función), las figuras contractuales utilizadas y el tiempo durante el cual laboró como personal temporario sin ser debidamente encuadrado (15 temporadas ininterrumpidas), juzgó que la actuación de la Municipalidad –en cuanto impidió injustificadamente la continuidad de su vínculo- se hacía merecedora de reproche de ilegitimidad por haber infringido mandatos superiores (art. 14 bis de la Const. Nacional; art. 39 inc. 3° Const. Provincial), justificando, no el derecho a la estabilidad, sino el pago de una indemnización por despido arbitrario en favor del ex agente, como único modo de mitigar aquella irregularidad administrativa. Evocó en resguardo de sus dichos la doctrina acuñada por la Corte Federal en el precedente “Ramos”.

Ante el vacío normativo existente, y siguiendo el rumbo que marca el art. 171 de la Const. Pcial., entendió apropiado fijar un resarcimiento análogo al previsto en el art. 24 de la ley 11.757, que prevé un monto resarcitorio equivalente a un mes de sueldo por año de servicio o fracción mayor de tres meses, tomando como parámetro la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida por el actor durante el tiempo de la prestación de servicios, con más los intereses moratorios.

Y a propósito de las pautas en base a las cuales habría de liquidarse dicha suma (arg. art. 50 inc. 6° del C.P.C.A.), puntualizó que, por tratarse de una actividad permanente y discontinua, a los efectos del cálculo de la antigüedad debía computarse el tiempo efectivamente trabajado durante los lapsos de actividad, descartándose los intervalos entre uno y otro ciclo. Adujo que se trataba del criterio interpretativo que emanaba de la norma en cuestión (art. 24 ley 11.757), el que asimismo se condescendía con lo dispuesto por el art. 18 de la Ley de Contrato de Trabajo (Ley 20.744) y la opinión jurisprudencial imperante.

Resuelto ello, se abocó al tratamiento de los restantes petitorios incluidos por el actor en su escrito de demanda (v. pago del salario correspondiente al mes de enero del 2006 y al período legal garantizado, horas extras y diferencias salariales; conf. fs. 98 vta., 102/103).

En cuanto a los haberes de enero de 2006 (que el agente estimaba en la suma de $ 2.209,93), apuntó que la relación de empleo público que vinculó al Sr. Suárez con el Municipio se extinguió el día 31-12-2005, teniendo en cuenta lo que surgía de la última designación efectuada por Decreto N° 2638 (cfr. fs. 204/205), razón por la cual, al no haber realizado tareas con posterioridad a dicha fecha, el reclamo por dicho rubro devenía improcedente.
Para así decidir tuvo en consideración asimismo: i) que el demandante había remitido con fecha 25-1-2006 un telegrama al Municipio, intimándolo a su inmediata designación hasta el 31-3-2006, bajo apercibimiento de considerase despedido por su negativa o silencio (conf. fs. 17 y 100 vta.); ii) que no habiendo obtenido respuesta favorable, en fecha 15 de febrero hizo efectivo dicho apercibimiento, considerando disuelta la vinculación laboral (fs. 15 y 101 vta.).

En lo que respecta al siguiente reclamo formulado por el peticionante en concepto de resarcimiento –pago de los haberes faltantes para completar el período legal garantizado hasta la finalización de la temporada (120 días)-, valoró que, tratándose de un pedido indemnizatorio fundado en la decisión de la Administración de interrumpir ante tempus la designación que venía repitiendo por varias temporadas, tal reparación ya había sido valorada y estipulada al abordar dicha cuestión.

En cuanto a la compensación por vacaciones invocada por el actor en los términos del art. 22 inc. 2° de la ley 11.757, señaló que dicha norma regulaba las compensaciones fijadas para el personal de planta permanente, resultando –por tanto- solamente aplicables a dicho sector del empleo público municipal. Teniendo en cuenta que el actor revistó en los cuadros temporarios de la Administración, desestimó tal parcela de su pretensión.

Por otra parte, en relación al reconocimiento de horas extras pedido por el actor confrontando la jornada de seis (6) horas establecida en el Decreto N° 27/1989 (art. 9°) con la de siete (7) horas incluida en los actos de designación (desde el 1-12-1996 y hasta el 31-3-2005), expuso, con citas de nuestro Supremo Tribunal Provincial, que tratándose de un reclamo por horas extras, la demostración de su realización correspondía al dependiente, quien si bien había logrado en la especie probar que durante algunos períodos (años 2002 a 2005) fue designado para cumplir con una carga de siete (7) horas diarias, no había logrado acreditar –al no surgir de los respectivos decretos- que hubiera superado las treinta y seis (36) horas semanales fijadas por el art. 9 del Decreto 27/1989 como tope de la jornada laboral de los guardavidas. Por tal motivo, rechazó el petitorio en cuestión.

Por último, se ocupó del pedido de reconocimiento de diferencias salariales incluido en la demanda, en relación a los meses de diciembre de 2004, y enero, febrero, marzo y diciembre del año 2005. Dijo al respecto que el salario mínimo, vital y móvil fue de $ 450,00 a partir del 01-9-2004, de manera tal que el agente –cuyo sueldo no podía ser inferior a cuatro sueldos mínimos (conf. art. 6° del Decreto N° 27/1989)- debió percibir la suma de $ 1.800,00 por los meses de diciembre de 2004 y enero a marzo del año 2005 (conf. Resolución N° 2/04 del Consejo Nac. del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, vital y móvil; B.O.N. del 07-9-2004). Adicionó que, a partir del 01-5-2005, el salario mínimo, vital y móvil ascendió a la suma de $ 510,00, por lo que el agente debió percibir la suma de $ 2.040 por el mes de diciembre de 2005 (conf. Res. N° 2/05 del mismo organismo; B.O.N. 06-6-2005).

Teniendo en cuenta dichos antecedentes, puso de resalto que el Municipio no había acreditado haber abonado montos superiores a los que el actor manifestaba haber percibido (v.gr. $ 1.278,00 mensuales), razón por la cual correspondía condenarlo al pago de las diferencias resultantes de la liquidación a practicarse en los autos, con más el S.A.C. proporcional. Ello con más los intereses moratorios que pagara el Banco de la Provincia de Bs. As. por los depósitos a treinta (30) días, de acuerdo con la tasa vigente en los distintos períodos de aplicación.
2. El Municipio de Mar Chiquita apela el pronunciamiento y expresa agravios a fs. 315/319.

Subraya en primer lugar que la motivación que porta el fallo es totalmente contradictoria e incongruente, pues si bien reconoció de un lado que el actor carecía del derecho a la estabilidad en su empleo –por pertenecer a la planta temporaria-, señaló del otro que correspondía concederle el pago de una reparación dineraria, por haber sido indebidamente encuadrado en la categoría de personal mensualizado. Arguye que ni aun aplicando el art. 39 inc. 3° de la Const. Pcial. (in dubio pro operario) podría arribarse a semejante conclusión, puesto que el juez de grado era bien consciente de la naturaleza del vínculo del demandante –no albergando dudas al respecto-, fallando sin embargo de manera irrazonable.
Repudia la aplicación al caso de la doctrina sentada por la C.S.J.N. in re “Ramos”, toda vez que en dicho precedente existía una norma que limitaba temporalmente la posibilidad de renovar los vínculos del personal contratado –inexistente en el sub iudice-, ante cuya abierta violación el Tribunal consideró propicio otorgar una justa indemnización.

Señala por tanto que no corresponde indemnización alguna al accionante, máxime cuando el art. 24 de la ley 11.757 –al que acudió el magistrado para fijar el resarcimiento- resulta inaplicable al caso de marras, al hallarse inserto en el Capítulo que regula las relaciones del personal de la planta permanente.
Además, desautoriza la evocación que el a quo hizo del art. 14 bis de la Constitución Nacional, en la medida que el derecho la estabilidad que dicho precepto consagra –arguye- no resulta absoluto sino que se ejerce de conformidad con las leyes que regulan su ejercicio, que precisamente no confieren tal prerrogativa al personal –que como el actor- revistaba en la planta de personal temporario del Municipio (conf. arts. 12, 92 y ccds. de la ley 11.757).

Postula, por su parte, que de confirmarse el criterio fijado por el fallo impugnado primaría un inconcebible estado de inseguridad jurídica, pues todos los Municipios de la Provincia de Buenos Aires y la Nación se encontrarían con la incertidumbre de que todos sus empleados temporarios tendrían derecho a percibir una reparación económica no contemplada en sus respectivos presupuestos municipales.
Por otra parte, se agravia de la condena que el a quo le impusiera al pago de las diferencias salariales adeudadas al accionante, en la medida que la norma que tuvo en cuenta para considerar que el haber mensual de los guardavidas no podía ser inferior a cuatro (4) sueldos mínimos (Decreto N° 27/89) es un Decreto provincial que rige a los guardavidas privados (aquellos que trabajan para los concesionarios privados), y que solo resulta de aplicación a los guardavidas Municipales si media ratificación expresa de la Comuna a dicho régimen, circunstancia inexistente en el sub iudice. A todo evento, argumenta que las Resoluciones meritadas por el a quo para determinar el valor del Salario Mínimo, vital y móvil durante los períodos en crisis resultan inaplicables a los agentes municipales, al no haber sido incluidos de manera expresa en su texto. Aduce con todo, que solamente podría aplicarse el salario mínimo estipulado por la Municipalidad en sus ordenanzas.

Por lo expuesto, solicita que se revoque la sentencia impugnada en la medida de sus agravios.
3. El actor replica los argumentos de la apelación a fs. 327, descalificando los dichos argüidos por su contraparte y defendiendo, en lo sustancial, la condena dispuesta por el juez de grado.

II. El recurso de la accionada no merece estima.
A fin de sustentar el sentido de mi voto, abordaré por separado los distintos cuestionamientos que la accionada ha vertebrado contra la sentencia en crisis, con lo cual quedará demostrado, a la sazón, su falta de entidad para conmover lo resuelto. Sin más comentarios, me aboco a dicha labor en lo que sigue:

1. El Municipio sostiene en primer orden que la solución que porta el pronunciamiento exhibe un razonamiento absurdo e inconciliable, llamado a ser enderezado por esta alzada. A su entender, mal pudo el magistrado condenar a su parte al pago de una indemnización por ruptura incausada del vínculo de empleo público, si previamente había reconocido que el actor (quien se desempeñó como guardavidas de la Municipalidad de Mar Chiquita) carecía del derecho a la estabilidad en su empleo, por cuanto siempre había revistado en la planta de personal temporario -como agente mensualizado- hasta la fecha de su cese (el 31-12-2005); y que la decisión de la Comuna de no renovar el vínculo con posterioridad a dicha fecha no merecía reproche alguno, por inscribirse dentro de las potestades que detentaba el poder administrador.
Sin embargo, no advierto quiebre lógico en el discurrir intelectivo del inferior, dado que más allá del modo en que valoró los antecedentes del sub iudice, la solución propuesta para el caso se ajusta igualmente a los parámetros normativos y jurisprudenciales que resultan de aplicación, razón por la cual no podrá ser censurada por incoherente, contradictoria o absurda.

1.1. En tal faena, me propongo distinguir liminarmente las distintas situaciones de hecho y derecho que podrían incidir en la relación de empleo público que los guardavidas mantienen con los Municipios, para luego, subsumiendo los antecedentes del caso en el universo adecuado, poder demostrar la sensatez de lo resuelto por el magistrado de la primera instancia en relación al actor. Veamos:
(i) Por su propia naturaleza, la actividad que los guardavidas prestan en el marco del operativo de seguridad en playas, detenta los rasgos típicos y definitorios de la estacionalidad, toda vez que está llamada a cumplirse sólo en una época preestablecida y cierta del año (v.gr. temporada estival), a cuyo término cesan momentáneamente las causas que justifican la implementación del servicio. En definitiva, tal modalidad de trabajo responde a necesidades puramente objetivas (ajenas por tanto a la voluntad de las partes), asociadas -como se dijo- a la índole de las prestaciones y las características propias de la relación.
De allí que quienes desempeñan actividades de este tenor puedan -por regla- ser válidamente encuadrados dentro de la plantilla de agentes sin estabilidad de las Municipalidades (argto. art. 12 inc. de la ley 11.757), teniendo en cuenta lo dispuesto por el art. 92 de la norma estatutaria (ley cit.), que refiere expresamente a las labores de índole estacional como a una de las categorías pasibles de ser aprehendidas por el régimen de empleo público temporario o mensualizado (conf. primer párrafo). En ello discrepo con la interpretación que efectuó el a quo en su pronunciamiento.
Frente a tal realidad normativa, los bañeros municipales no podrían quedar al margen del plexo de principios aplicables a dicha rama del personal -sustancialmente distinto al que gobierna lo atinente a los trabajadores de planta permanente (arg. arts. 12, 14 y ccds. de la ley 11.757)-, precisamente porque la específica normativa que abarca su situación (art. 92 ley 11.757) impide considerar al tipo de trabajo que prestan (estacional) como un indicador relevante para determinar –por sí solo- si existe o no una relación de empleo público de carácter permanente (argto. doct. C.S.J.N. Fallos 333:335, consid. 5°).
Bien vale recordar entonces que los agentes temporarios participan de un status jurídico de excepción, no poseyendo más derechos que los contemplados, en modo expreso o razonablemente implícito, en el régimen de derecho público que disciplinó su incorporación y desempeño en la relación de empleo (doct. S.C.B.A. causas B. 60.405 “Ludueña de Andrade”, sent. del 22-III-2006; B. 60.219 “Galván”, sent. del 9-XII-2009).
Entonces, el mero transcurso del tiempo no podría trastocar per se la situación de revista de guardavidas que han ingresado como temporarios y no han sido transferidos a otra categoría por acto expreso de la Administración (doct. C.S.J.N. Fallos 310:2027; 312:245), lo que autoriza a concluir que tales agentes –en principio- no podrían: (a) consolidar una relación de empleo estable; (b) aspirar a ejercer un derecho a ella por transformación de la preexistente situación escalafonaria (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 57.107 “Taglia”, sent. de 2-V-2007), (c) ni obtener una indemnización ante la voluntad –expresa o tácita- de la autoridad de no continuar con el vínculo.
(ii) Sin perjuicio del antedicho universo general, pueden existir situaciones en las que la propia Administración es quien se autolimita a través del dictado de un precepto de índole reglamentario, por medio del cual se compromete u obliga -frente al inicio de una nueva temporada- a otorgar prioridad para la cobertura de los cargos a los guardavidas que hubieran revistado bajo su órbita en períodos pasados (v.gr. art. 17 del Dec. Pcial. N° 27/89) como agentes temporarios. Y dicha imposición normativa podría discurrir, incluso, junto con otras restricciones de carácter complementario, como por ejemplo la de garantizar a los guardavidas convocados un período mínimo y obligatorio de prestación de servicios (v.gr. art. 5° Dec. cit.).
Aunque sin desbaratar por entero el carácter precario de las designaciones (que seguirán enmarcándose en las normas del empleo temporario mensualizado), no es menos cierto que la presencia de condicionamientos de este tenor cuanto menos desnaturalizaría la esencia misma de la actividad en análisis, al atribuir ciertos visos de permanencia a una relación de empleo público que, como vengo sosteniendo, reviste carácter temporario por su esencial discontinuidad (art. 92 de la ley 11.757).
De allí que, si bien no sería posible conferir estabilidad a quienes hubieran perfeccionado su relación al amparo de este tipo de regímenes, la decisión unilateral e incausada de la Administración de no respetar aquel límite autoimpuesto en materia de designaciones temporarias los haría acreedores, no del derecho a la reincorporación (al ser propio de quienes gozan de estabilidad), sino de un resarcimiento económico, como consecuencia de haberse frustrado injustificadamente la legítima expectativa de permanencia en el empleo público de esencia discontinua que abrigaban de conformidad con lo dispuesto por la disposición reglamentaria.
Tal medida reparatoria se apuntalaría en los parámetros indemnizatorios fijados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los precedentes “Ramos” (doct. Fallos 333:311) y “Cerigliano” (Fallos 334:398), no por mediar una situación de hecho idéntica a la allí descalificada por el Alto Tribunal, sino por concurrir un supuesto de arbitrariedad en el obrar de la autoridad que ameritaría ser mitigado en los términos del artículo 14 bis de la Constitución Federal, que es lo que en definitiva persigue tutelar la doctrina judicial ut supra referenciada.
Bien vale recordar que aquel mandato de la Constitución consagra un doble orden de derechos (argto. doct. C.S.J.N. 330:1989): de un lado, la estabilidad en el empleo público, propia de los agentes estatales pertenecientes a los cuadros permanentes de la Administración (cuyo vínculo no puede ser disuelto sin invocación de una causa justificada y razonable, ni aun mediante el pago de un resarcimiento) y, del otro, la protección contra la ruptura incausada del vínculo de trabajo (o estabilidad impropia), garantía que si bien fue concebida en sus orígenes como exclusiva y propia de los trabajadores privados, ha sido -con motivo de los precedentes descriptos- ampliada por el Máximo Tribunal, para resguardar, a través del pago de una equitativa indemnización -y bajo ciertas y determinadas condiciones-, a aquellos agentes públicos que, unidos con la autoridad por un lazo de precariedad (sin estabilidad), sufrieran con la extinción ante tempus o con la no renovación arbitraria de su fuente de trabajo, un menoscabo a dicho derecho reconocido por la norma suprema, en cuyo seno anida la causa fuente de la obligación administrativa de responder, frente a casos como el que nos ocupa, por su comportamiento irregular.

(iii) Y también por fuera del universo general, pueden presentarse supuestos en los que la Administración, habiendo designado al personal en el plantel sin estabilidad de la organización conforme la habilitación normativa contenida en el art. 92 de la ley 11.757, incurre luego en comportamientos o acciones que -derechamente- importan un apartamiento de las notas típicas que definen al empleo público temporario, tratando en la práctica al agente como si perteneciera a los cuadros permanentes del escalafón, o bien reconociéndole ciertos derechos o prerrogativas que exorbitan al mentado régimen de excepción.
Si bien no concurre aquí la autolimitación reglamentaria a la que hiciera mención en el punto anterior, tal estado de cosas, prudentemente apreciado junto a otras circunstancias (como por ejemplo la duración del vínculo), sería igualmente pasible de generar en el agente la razonable expectativa de permanencia en su fuente de trabajo, allende de la precariedad de la relación instrumentada por la autoridad.
Por lo tanto, este tipo de irregularidades administrativas también conferirían al damnificado un derecho indemnizatorio nacido como consecuencia de la extinción o la no renovación inmotivada de su vínculo de empleo público (art. 14 bis Const. Nacional), ya sea porque medió un uso por demás inadecuado de la figura de los agentes temporarios (objetivamente apreciada a la luz del régimen aplicable) o porque –lisa y llanamente- se lograre demostrar un desvío de poder en la autoridad cuyo único fin fue el de encubrir una designación permanente bajo la forma de un mandato por tiempo determinado. Se trataría, en rigor, de situaciones de hecho sustancialmente análogas a las descalificadas por la Corte en los mentados precedentes “Ramos” y “Cerigliano”, y plenamente compatibles con las analizadas por esta Cámara al dictar sentencia en la causa C-2206-AZ1 “Acosta” (sent. de 2-VIII-2011).

1.2. Claramente definidas las diversas hipótesis fácticas en el apartado anterior, cabe determinar ahora cuál de ellas se corresponde con la situación del actor, quien se desempeñó como guardavidas para el Municipio de Mar Chiquita desde el 11-1-1991 hasta día el 31-12-2005, fecha en la que operó el vencimiento de la última de sus designaciones como agente temporario mensualizado (fs. 172/173, fs. 177, 178, 204/205), no manifestando la Comuna su intención de extender el vínculo por el resto de dicha temporada ni, mucho menos, de renovarlo en lo sucesivo.
Resulta relevante a tal efecto tener en cuenta lo dispuesto por el Decreto Provincial N° 27/89, “Reglamento para los Servicios de Guardavidas de la Provincia de Buenos Aires”, de aplicación en las playas marítimas, fluviales, lagunas, natatorios, muelles y/o espigones utilizados para la práctica deportiva y en todo otro lugar donde se practiquen o desarrollen actividades náuticas, tanto públicas como privadas (conf. art. 1° Anexo I).

En lo que aquí nos atañe, tal ordenamiento conmina a los empleadores, previo al inicio de cada temporada de verano, a disponer los medios necesarios para la contratación del personal a desempeñarse como guardavidas, determinando que los postulantes que lograsen acreditar antigüedad en los servicios prestados gozarán de prioridad en la retención de la ocupación, siempre que reúnan los recaudos reglamentarios exigidos (arg. art. 17 del Anexo I). Paralelamente, instituye un período mínimo de prestación de servicios de ciento veinte (120) días corridos, que debe ser obligatoriamente garantizado al trabajador (art. 5° Anexo I), direccionando asimismo un claro y expreso mandato hacia los Municipios, a quienes obliga a velar por el fiel cumplimiento de la reglamentación (art. 22 del Anexo I).
Volviendo entonces sobre los supuestos discriminados en el considerando anterior, advierto con toda seguridad que las mandas que portan los arts. 5° y 17 del Decreto N° 27/89 (en especial la segunda de ellas) constituyen –en lo que a la designación de los guardavidas concierne- visibles y marcadas autolimitaciones a las potestades discrecionales que detenta la Administración en el marco de las relaciones de empleo público temporario -v. segundo supuesto, descripto en el ap. II.1.1.(ii)-, ante cuyo infundado apartamiento se produciría una lesión antijurídica a la legítima expectativa de permanencia que había forjado el actor al amparo del texto reglamentario, pasible de ser indemnizada en los términos del art. 14 bis de la Const. Nacional.
Precisamente, tal comportamiento reprochable concurre en el presente caso, en tanto la Municipalidad de Mar Chiquita,  si bien convocó al accionante para trabajar como guardavidas durante la temporada 2005/2006, lo hizo de manera deficiente, instrumentando su designación por un período holgadamente inferior al mínimo garantizado (v.gr. tan solo treinta días), a cuyo término se produjo –por no haberse regularizado tal situación ni renovarse el vínculo en lo sucesivo- la ruptura injustificada de la relación de empleo público temporario habida entre ambos (arg. art. 14 bis Const. Nac.).
Y si bien no paso por alto que la Comuna accionada se opone a la aplicación del Decreto N° 27/89, juzgo que los ligeros reparos que esgrime a tal fin carecen de total entidad para descartar, al menos con tanta liviandad, la gravitancia de la norma en el caso que nos ocupa. Por ello, sin pretender abrir el debate sobre aspectos que no han sido puestos en tela de juicio, del texto de la norma en análisis no surge que la aplicación de sus disposiciones esté supeditada a la previa adhesión de las autoridades municipales, de modo tal que tan insustancial y aislado agravio mal podría enervar –en la litis- la virtualidad de las disposiciones que nutren mi razonamiento.

1.3. Con todo, y más allá del divergente enfoque con que el magistrado a quo supo meritar las circunstancias del caso, me encuentro en condiciones de concluir que su decisión de conferir protección constitucional al Sr. Juan Benito Suárez no merece reproches desde el punto de vista de su composición lógica, en la medida que la situación personal del mentado agente –como pudo apreciarse- engarza perfectamente en una de aquellas categorías dentro de las cuales esta alzada entiende viable resarcir, por regla, el menoscabo sufrido por un empleado público del escalafón temporario como consecuencia de la extinción inmotivada de su fuente de trabajo (conf. art. 14 bis Const. Nac. y su doct.).
Bajo tales circunstancias, entiendo que el iter argumental del fallo lejos está de portar una contradicción insalvable (arg. doct. esta Cámara causa C-1323-DO1 “Duhalde”, sent. del 15-IX-2009) y, en consecuencia, habré de desoír sin más el agravio blandido sobre el particular.
2. No mejor suerte lleva la siguiente queja que porta el memorial, en relación a la normativa de la que se valió el sentenciante de grado para establecer, a renglón seguido, el quantum indemnizatorio que debería afrontar la Comuna por su obrar contrario a derecho.
En rigor, mal puede la recurrente repudiar la aplicación que el fallo hizo del art. 24 inc. 2° de la ley 11.757, arguyendo con total liviandad que aquel precepto deviene inaplicable al sub lite, por hallarse inserto en el Capítulo de la norma referido a los agentes de la planta permanente. La accionada pasa por alto que el inferior acudió al auxilio de dicha norma, no de manera directa (ya que reconoció expresamente que resultaba extraña a los temporarios), sino a los fines de suplir un vacío legal, siguiendo a tal efecto las pautas de valoración previstas por la Constitución Pcial. (art. 171), desde que nunca podría haber dejado de dirimir la disputa bajo el pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes (arg. art. 15 del Cód. Civil).
De allí que quepa desechar el agravio articulado, máxime cuando se trata del precepto legal al que esta alzada –por imperio de la analogía- acudió para mensurar el resarcimiento por extinción injustificada de la relación de empleo público temporario en el ya citado precedente “Acosta”, tomando como norte, a su vez, las enseñanzas sentadas por el Alto Cuerpo Federal in re “Cerigliano” (doct. cit.), donde se dijo que el modo de resarcir los perjuicios causados debe encontrarse en el ámbito del derecho público y administrativo, añadiendo que la finalidad reparadora de la indemnización exige de los jueces un riguroso apego a pautas razonables que garanticen el principio de suficiencia (considerando 8°, seg. párrafo).

Tales exigencias del Cimero Tribunal, reitero, quedan en el caso a resguardo acudiendo a las previsiones del art. 24 inc. 2° del Estatuto del Empleado Municipal, que confiere al beneficiario una indemnización equivalente a un (1) mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres (3) meses, tomando como base la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida durante el tiempo de la prestación de servicios y los restantes patrones de cálculo determinados en la norma.
3. Menos aún me conmueve la dogmática afirmación de la apelante, quien aduce que a partir de la solución del fallo la suerte de todos los Municipios de la Provincia y la Nación quedaría librada a la sola voluntad de su planta de empleados temporarios, quienes con solo pedirlo tendrían el derecho a percibir una reparación en dinero no contemplada en los respectivos presupuestos, afectando seriamente el funcionamiento de las instituciones.

Más allá de tratarse de una valoración meramente hipotética y conjetural, insusceptible de ser receptada por el Tribunal (doct. esta Cámara causa A-1816-MP0 “Club Gap”, sent. del 27-V-2010) que, a su vez, queda suficientemente refutada con las razones que he dado en el apartado 1) de este voto, mal no viene recordar a la Comuna que, como órgano jurisdiccional, la labor del magistrado se circunscribe a resolver la precisa contienda llevada ante sus estrados, de modo tal que el pronunciamiento no podría proyectar –en principio- sus efectos más allá de la relación jurídico procesal en cuyo seno es dictado (arg. doct. esta Cámara causa A-1419-MP0 “R., N. B.”, sent. del 3-XI-2009).
Corresponde, entonces, desechar de plano la crítica en cuestión.
4. Por último, resta abordar el agravio esgrimido contra las diferencias salariales adeudadas, que el a quo reconoció al actor respecto del período comprendido por los meses de diciembre de 2004 y enero, febrero, marzo y diciembre del año 2005.

La recurrente antepone a tal solución únicamente dos argumentos: (i) arguye que la norma de la que se valió el juez para considerar que el haber mensual de los guardavidas no podía ser inferior a cuatro (4) salarios mínimos, vitales y móviles (v.gr. Decreto N° 27/89) no resulta de aplicación al caso de marras; (ii) y, a todo evento, puntualiza que las Resoluciones del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil meritadas por el inferior para determinar su valor durante los períodos en disputa no resultan vinculantes para las Municipalidades, quienes solo se encuentran constreñidas a respetar el valor del salario mínimo fijado en sus respectivas ordenanzas.

Tales apreciaciones no logran conmover la parcela del fallo sujeta a revisión, lo que me lleva a proponer, sin más, su directa desestimación. Es que lo atinente a la  aplicabilidad al caso del Decreto Provincial N° 27/89 ya ha sido abordado en el apartado II.1.2. que precede, bastando remitirme a lo allí expuesto para demostrar la impertinencia y parvedad del planteo articulado.
Por otro lado, siendo que la apelante no ha identificado las supuestas ordenanzas de la Comuna de Mar Chiquita que fijarían en su jurisdicción los valores de un sueldo mínimo y vital para los trabajadores municipales, y que tampoco se  advierte la existencia de normativa provincial que –a partir de lo dispuesto por el art. 39 inc. 1° de la Constitución local- hubiera reglamentado en torno a materia semejante, no queda entonces más remedio que atenerse al piso salarial fijado por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo Vital y Móvil, a quien el Congreso de la Nación encomendó la determinación del importe de tal derecho fundamental de los trabajadores (conf. art. 139 y ccds. de la Ley 24.013). Por tanto, la decisión de acudir en auxilio de sus Resoluciones para precisar los valores en pugna, no resulta desde tal óptica merecedora de reproches.
5. Si lo expuesto es compartido, propongo al Acuerdo rechazar el recurso de apelación esgrimido por la accionada a fs. 315/319, confirmando –por los fundamentos dados- el fallo de grado en cuanto: (i) confirió al actor una indemnización por la extinción arbitraria de su relación de empleo público temporario, a calcularse de conformidad con las pautas que dimanan del art. 24 inc. 2° de la ley 11.757; (ii) reconoció al accionante el derecho al cobrar las diferencias salariales adeudadas por la Comuna, respecto de las labores que prestó en los meses de diciembre de 2004, y enero, febrero, marzo y diciembre de 2005.

Las costas de la alzada deberían distribuirse en el orden causado, atento lo normado por el art. 51 inc. 1° del código ritual.

Con el alcance indicado, doy mi voto a la primera cuestión por la negativa.
El señor Juez doctor Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli –y con el mismo alcance- vota la cuestión planteada también por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I. El accionante, a su turno, exhibe su disconformidad respecto de ciertos aspectos de la sentencia de grado que entiende desajustados, deduciendo recurso de apelación a fin de que sean modificados por este Tribunal (fs. 321/325).
Consiente el derecho a la indemnización que le confirió el fallo, mas discrepa con el modo de liquidación que allí fue fijado, solicitando su reajuste. En tal orden sostiene, a propósito del cálculo de la antigüedad, que el magistrado se apartó de lo previsto por el art. 7° del Dec. N° 27/89, según el cual la antigüedad de los guardavidas debe computarse a razón de un (1) año por cada temporada de servicios.

Por otra parte solicita el íntegro pago de sus haberes por la temporada 2005, agraviándose de los argumentos dados por el a quo sobre el particular. Reseña que –por Decreto N° 2735/05- fue designado para cumplir tareas como guardavidas sólo por treinta (30) días (desde el 01-12-2005 hasta el 31-12-2005), lo cual constituye a su entender una irregularidad grave, en tanto se aparta del plazo mínimo garantizado por el art. 5° del Dec. 27/89 (120 días corridos).

Explica que tal reclamo no exhibe un tinte resarcitorio –como entendiera el a quo-, desde que apunta a hacer efectiva  una garantía de pago de toda la temporada (prevista por la normativa) y no a incrementar los montos de la indemnización por ruptura arbitraria del vínculo.

En otro orden, en cuanto al rubro vacaciones no gozadas desestimado por el sentenciante, solicita la aplicación del art. 22 inc. 2° de la ley 11.757, desde que –a su juicio- se encuentran acreditados los extremos que viabilizan su derecho al cobro.

Con respecto a las horas extras adeudadas por la Comuna, sostiene que su derecho al cobro quedó debidamente probado con los testimonios rendidos en los autos, solicitando en consecuencia su pago a tenor de lo prescripto por el art. 9° del Decreto N° 27/89 y lo que surge de los propios actos de designación.

Cita doctrina y jurisprudencia, solicitando, con todo, el acogimiento de su recurso.
II. El recurso merece parcial acogimiento.

1. Lleva la razón el apelante en cuanto al primero de sus embates, pues observo que el magistrado ha indebidamente computado su antigüedad en la órbita comunal, apartándose con ello de la normativa especial llamada a regir el tópico en discusión.
Tal como asegura en su pieza recursiva, la antigüedad del Sr. J. Suárez deberá contarse –a los fines del cálculo de la indemnización que le asiste (art. 24 inc. 2° de la ley 11.757)- de conformidad con los parámetros establecidos en el Dec. Provincial N° 27/89 –su aplicabilidad al sub lite ya fue definida al votar la primera cuestión-, cuyo art. 7° dispone que la antigüedad en la función de guardavidas será computada en razón de un (1) año por cada período mínimo de prestación de servicios.
Recordando entonces que el art. 5° del mentado Decreto establece un período mínimo de prestación de servicios de ciento veinte (120) días, cada uno de esos lapsos que haya cubierto el actor bajo las órdenes de la Municipalidad deberá ser entendido, entonces, como un (1) año de antigüedad en la función. Con ello se desvanece de suyo el razonamiento del a quo, quien mensuró la antigüedad apartándose de las bondades conferidas por la reglamentación, en desmedro de los derechos del accionante.
2. Lo anterior me lleva obligadamente a expedirme sobre la disputa instaurada en derredor a la temporada 2005/2006, dado que el accionante –quien fue designado solamente por 30 días hasta el 31/12/2005 (cfr. fs. 204/205)- procura que se le integren los haberes correspondientes a la totalidad del período estival en crisis (v. meses de enero, febrero y marzo de 2006), atento no haberse respetado el período mínimo de prestación de servicios.

He anticipado al votar la primera cuestión que, por imperio de la limitación contenida en el art. 5° del Decreto N° 27/89, la Municipalidad de Mar Chiquita debía cuanto menos garantizar al Sr. Juan B. Suárez la prestación de labores por los ciento veinte (120) días corridos fijados en la norma (respecto de la temporada en crisis), condicionamiento que, no obstante, fue injustificadamente desatendido por su parte, al designar al actor por un período mucho menor (treinta -30-días).
Por consiguiente, juzgo que cabe dar acogida al agravio articulado, aunque con un distinto alcance al planteado en el memorial, toda vez que me enrolo con quienes propugnan que   –por regla- no correspondería el pago de salarios caídos por funciones no desempeñadas (argto. doct. esta Cámara causa G-399-DO1 “García”, sent. del 28-IV-2009 –y sus citas-). Antes bien, entiendo apropiado reconocer al actor –al no habérsele garantizado la prestación de servicios por el período mínimo- el derecho a que la temporada 2005/2006 sea ponderada en su favor a los estrictos fines indemnizatorios, computándola como un año más de prestación de servicios en los términos de los arts. 5°, 7° y ccds. del Dec. N° 27/89 y art. 24 inc. 2° de la ley 11.757.
Con dicho alcance habré de albergar la pretensión del ponente, revocando tal parcela del fallo en la medida expresada.
3. No lleva idéntica suerte el siguiente cuestionamiento formulado por el recurrente, referido a su pretensión de pago de las vacaciones no gozadas como consecuencia del cese en la función de guardavidas, reclamo que apuntala en lo dispuesto por el art. 22 inc. 2° de la ley 11.757.
Vale recordar que el juez de grado desestimó tal pedido, al considerar que la citada norma regulaba las compensaciones inherentes al personal de la planta permanente (Capítulo I del Estatuto), reconocidas únicamente a quienes –a diferencia del accionante- revistaban en dicho sector del empleo público municipal.
En su escrito de agravios, el actor únicamente insiste en su anhelo de que el precepto en crisis sea aplicado a los fines del reconocimiento de dicho rubro, mas en ningún momento replica o se hace cargo de las razones esgrimidas por el a quo para desechar el reclamo. Tan aislada y vacua afirmación no abastece suficientemente la carga de efectuar una crítica concreta y razonada, necesaria para tener por fundado el remedio articulado (argto. arts. 56 inc. 3° y 77 del C.P.C.A. y 260 del C.P.C.C.). Bajo tales circunstancias, la decisión del sentenciante sobre el particular –más allá de su acierto o desacierto- ha de mantenerse incólume (doct. esta Cámara causa C-2098-MP2 “Laviuzza”, sent. del 3-II-2011).

4. El actor tampoco refuta adecuadamente los argumentos que apuntalaron la denegatoria de su pedido de reconocimiento de horas extras, formulado en el escrito liminar a la luz de lo dispuesto por el art. 9° del Decreto N° 27/89.

Sobre el particular refirió el iudicante, con citas de jurisprudencia local, que la carga de demostrar la efectiva realización de las horas extras correspondía al accionante, quien si bien había logrado probar que durante algunos períodos (años 2002 a 2005) fue designado para cumplir con una carga de siete (7) horas diarias, no había logrado acreditar –al no surgir de los respectivos decretos de designación- que hubiese superado las treinta y seis (36) horas semanales fijadas por el art. 9 del Decreto 27/1989 como tope de la jornada laboral de los guardavidas.
En contraposición, el accionante ligeramente arguye que la realización de horas extraordinarias hállase debidamente probada con los testimonios rendidos en la causa, surgiendo para más de los propios actos de designación. Su genérica disconformidad, en mi opinión, no alcanza para desbaratar lo dicho en el fallo, no solo porque los actos de designación a los que alude no permiten dar por cierta la existencia del extremo invocado (al ser anteriores a la prestación de servicios), sino porque –además- las exigencias que el digesto ritual le impone en materia recursiva no se reducen a efectuar una mera remisión a las probanzas de la causa, desde que era su deber especificar y puntualizar, concretamente, de cuál de las deposiciones testificales prestadas en la litis se derivaría una conclusión opuesta a la sentada por el juez del grado inferior (art. 56 inc. 3° del C.P.C.A.).
Mal no viene recordar que la expresión de agravios debe contener una crítica precisa de las partes del fallo que se consideran equivocadas, lo cual implica que la eficacia de esta vía recursiva se encuentra supeditada a la realización por parte del recurrente de un examen razonado y minucioso del pronunciamiento atacado, demostrando los motivos que se tienen para considerar que el pronunciamiento recaído es erróneo, refutando pormenorizadamente los fundamentos de hecho y de derecho en los cuales aquél se asienta, y poniendo de relieve concreta y detalladamente las circunstancias o elementos no tenidos en cuenta o mal interpretados por el juzgador, de los cuales se desprenda un veredicto contrario al recaído en el decisorio impugnado (doct. esta Cámara causa C-1441-BB1 “Domínguez”, sent. del 30-III-2010). Es por lo expuesto que el reproche articulado no puede prosperar.

5. Si mis apreciaciones son consensuadas, propongo al Acuerdo hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por el actor a fs. 321/325, revocando los segmentos de la sentencia de grado que se contraponen a los derechos que, según he juzgado, cabría reconocerle. Con todo, el resarcimiento que asiste al demandante como consecuencia de la no renovación inmotivada de su vínculo de empleo público temporario –cuya pertinencia fue juzgada al votar la primera cuestión- debería estimarse de conformidad con los parámetros sentados en los apartados 1) y 2) del presente voto, en cuanto al cómputo de la antigüedad respecta. Por último, entiendo que las costas de esta alzada deberían discurrir por su orden (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).
Con el alcance indicado, voto a la cuestión planteada por la afirmativa.

El señor Juez doctor Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli –y con el mismo alcance- vota la segunda cuestión también por la afirmativa.
La señora Juez doctora Sardo no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia.
De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación esgrimido por la accionada a fs. 315/319, confirmando –por los fundamentos dados en el voto que concitó adhesión- el fallo de grado en cuanto: (i) confirió al actor (Sr. Juan Benito Suárez) una indemnización por la ruptura incausada de su relación de empleo público temporario, a calcularse de conformidad con las pautas que dimanan del art. 24 inc. 2° de la ley 11.757; (ii) reconoció al actor el derecho al cobrar las diferencias salariales adeudadas por la Comuna, respecto de las labores que prestó en los meses de diciembre de 2004, y enero, febrero, marzo y diciembre de 2005.
Costas de la alzada en el orden causado (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

2. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por el actor a fs. 321/325 y, en consecuencia, determinar que la indemnización que por el apartado anterior se le reconoce deberá calcularse –en lo que a la incidencia de la antigüedad respecta- de conformidad con los parámetros sentados en los apartados 1) y 2) del voto a la segunda cuestión que concitó adhesión.
Costas de esta alzada por su orden (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

3. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos de segunda instancia para su oportunidad (arts. 31 y 51 del decreto ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
